


[image: image1.emf]TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL                SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA        Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo   Pereira,  abril veinticuatro de dos mil dieciocho   Expedien te s 66001 - 22 - 13 - 000 - 2018 - 00 154 - 00    Acta No.  126 de abril 24 de 2018       D ecide la Sala la acci ón   de tutela   propuesta por  Uner  Augusto Becerra Largo   contra   el  Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de  Cabal ,  a la que fue ron vinculados   el  a gente del Ministerio P úblico   local   y   la  Defensoría del Pueblo   Regional  R isaralda .         ANTE CEDENTES       Uner Augusto Becerra Largo , actuando en su   propio  nombre, presentó sendas acciones  de tutela por la presunta violación de sus  derechos  “ art 13, 83, 29 CN,  entre otros ” .      Expuso   que presentó  una acción popular   ante el  despacho accionado, radicad a   con  el   número  “ 2018 - 81 ” ,  donde transcurrieron 3  días sin que se profi ri era auto alguno.        Como   consecuencia de ello,  solicitó  que  “S e  ORDENE  inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la  acción” “Se ordene a la tutelada   que inmediata/ admita la acción” (sic)  y que  aporte   copia de unos proveídos  de l a Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de  Justicia.      Con auto del 11   de  abril   se le dio impulso  al trámite   con  la s mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encarta do la remisión de las  piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela.       El Procurador regional de Risar a lda explicó que la  función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e 


 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / DEFECTO SUSTANTIVO / SE PRESENTA POR INTERPRETACIÓN CONTRAEVIDENTE DE LA LEY / SUBSIDIARIEDAD / SE CONCEDE PARCIALMENTE EL AMPARO.
“La jurisprudencia… ha establecido una serie de situaciones en las que una providencia judicial presenta un defecto sustantivo… (ii) cuando a pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable o “la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes”
… en este concreto caso se tiene que, siguiendo de cerca la orientación jurisprudencial sobre el debido proceso, puede decirse que se advierte la incursión en un defecto sustantivo, en esencia, porque el fundamento normativo del requerimiento y la consecuente suspensión de la entrega de dineros en la ejecución que se analiza, surgen de una interpretación de la funcionaria que reluce contraevidente y claramente perjudicial para los intereses legítimos de las partes. (…)
Se declarará la improcedencia de la pretensión que tiende a ordenar a la funcionaria resolver sobre una solicitud de una medida cautelar que se le elevó; así se hará porque es inexistente un pronunciamiento de la jueza en tal sentido, con lo que queda en evidencia la causal de improcedencia prevista en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, como quiera que no es esta vía un mecanismo adicional o alternativo de los instrumentos previstos para defender los intereses de quienes intervienen en un proceso, ni es posible anticiparse a las decisiones que, en el escenario natural, debe adoptar el funcionario que conoce del proceso y solo cuando se conozca alguna decisión que en tal sentido adopte la funcionaria es que podría analizarse la presunta violación al debido proceso de ella derivada. 
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Pereira, octubre cinco de dos mil dieciocho
Expediente 66001-22-13-000-2018-00851-00 






Acta No. 391 de octubre 5 de 2018
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Luisa Fernanda Díaz Sánchez contra el Juzgado Tercero de Familia local, a la que fue citada Gloria Lucy Sánchez de Díaz. 
ANTECEDENTES

Luisa Fernanda Díaz Sánchez, actuando en su propio nombre, presentó esta acción de tutela en contra del Juzgado Tercero de Familia local, por la presunta violación de sus derechos fundamentales a “la vida digna, mínimo vital, integridad física, estudio, debido proceso y acceso a la administración de justicia”
Expuso que inició un proceso ejecutivo de alimentos contra su madre, quien es docente pensionada del magisterio, comoquiera que ha incumplido con la cuota alimentaria fijada ante la comisaría de Familia de esta ciudad.

Que dentro del proceso, se solicitó el embargo y retención de la pensión de jubilación, accediendo el Juzgado a que se realizara sobre un porcentaje de la misma.  
Desde el 6 de septiembre del año 2017, se aprobó la liquidación del crédito y venían entregándole los títulos que se constituían en el Despacho. 
Sin embargo el 30 de julio anterior el Juzgado suspendió la entrega de títulos judiciales, requiriendo a las partes para actualizar la liquidación del crédito. 

Esa decisión, denuncia, transgrede sus derechos fundamentales ya que esos recursos son los que utiliza para su estudio y su subsistencia. Explica que la suspensión era innecesaria porque era evidente que el crédito ascendía a más de $50.000.000.oo.

Ante ese panorama, por medio de apoderado judicial, en coadyuvancia de la abogada de la ejecutada presentaron la actualización de la liquidación del crédito; frente a lo cual, pese a que renunciaron a expresamente a ello, el Juzgado corrió traslado, pasando por alto la perentoriedad exhibida y que se trataba de un título de alimentos. 

También en los escritos que presentó, solicitó una medida cautelar, lo que aún no ha sido resuelto. 

Solicitó, en consecuencia, ordenar al Juzgado “aprobar o improbar la liquidación del crédito”, pronunciarse frente a la medida cautelar solicitada y entregar los títulos judiciales, esta última petición también como medida cautelar, la que fue negada con auto del 21 de septiembre de 2018, por no hallarse acreditados los presupuestos necesarios para su decreto de conformidad con el artículo 7° del decreto 2591 de 1991.  

En el mismo auto, se dispuso el trámite de rigor con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que se estimaran pertinentes para resolver la acción de tutela.
La vinculada Gloria Lucy Sánchez de Díaz, coadyuva el amparo, quien estimó desproporcionada la medida del Juzgado, que pone en riesgo el derecho fundamental al mínimo vital de su hija; consideró equivocado no levantar la suspensión de la medida, con la mera presentación de la liquidación del crédito. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares (art. 86 C.N.).
Acude la libelista, por la inconformidad que le causa, el hecho de que el Juzgado accionado hubiera suspendido la entrega de los títulos judiciales constituidos en su favor por no haber presentado la actualización de la liquidación del crédito. 
  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
De frente a ese derrotero, podría concluirse, sin más, la improcedencia del amparo invocado, de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, que dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”




Y es que la peticionaria omitió controvertir el auto con el cual, so pena de suspender la entrega de títulos judiciales, la requirieron para que actualizara la liquidación del crédito; quedó en evidencia la inutilización del recurso de reposición que la ejecutante tenía a disposición




No obstante, al margen de esa situación, la Sala viene haciendo seguimiento al reiterado criterio en el que la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia
 ha sostenido que algunas exigencias de procedibilidad, como la inmediatez y la subsidiariedad, tienen que ceder ante lo evidente del error en que el Juzgado incurre. A la lectura de ese y varios otros fallos
 se remite, en gracia de la brevedad.





Es pertinente hacer dicha claridad porque, en este concreto caso se tiene que, siguiendo de cerca la orientación jurisprudencial sobre el debido proceso, puede decirse que se advierte la incursión en un defecto sustantivo, en esencia, porque el fundamento normativo del requerimiento y la consecuente suspensión de la entrega de dineros en la ejecución que se analiza, surgen de una interpretación de la funcionaria que reluce contraevidente y claramente perjudicial para los intereses legítimos de las partes.





Sobre ese error, en la sentencia SU-050 de 2017, se recordó que: 

La jurisprudencia de esta Corporación
 ha establecido una serie de situaciones en las que una providencia judicial presenta un defecto sustantivo. Estos eventos fueron enunciados de manera reciente en la sentencia T-344 de 2015
 así: “(i) cuando la decisión judicial se basa en una norma que no es aplicable, porque a) no es pertinente
, b) ha sido derogada y por tanto perdió vigencia
, c) es inexistente
, d) ha sido declarada contraria a la Constitución
, e) a pesar de que la norma cuestionada está vigente y es constitucional, no se adecua a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque la norma utilizada, por ejemplo, se le dan efectos distintos a los señalados expresamente por el legislador
; (ii) cuando a pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable
 o “la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes”
 o cuando se aplica una norma jurídica de forma manifiestamente errada, sacando de los parámetros de la juridicidad y de la interpretación jurídica aceptable la decisión judicial; (iii) cuando no se toman en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos erga omnes
, (iv) cuando la disposición aplicada se torna injustificadamente regresiva
 o contraria a la Constitución
; (v) cuando un poder concedido al juez por el ordenamiento jurídico se utiliza “para un fin no previsto en la disposición”
; (vi) cuando la decisión se funda en una hermenéutica no sistémica de la norma, con omisión del análisis de otras disposiciones que regulan el caso
 o (vii) cuando se desconoce la norma constitucional o legal aplicable al caso concreto
. Existe defecto sustantivo igualmente cuando (viii) la decisión no está justificada en forma suficiente
 de tal manera que se afectan derechos fundamentales
; (ix) cuando sin un mínimo de argumentación se desconoce el precedente judicial
 y, (x) cuando el juez no aplica la excepción de inconstitucionalidad frente a una manifiesta violación de la Constitución
.





Como se anunció, son dos las circunstancias que ameritan la intromisión de esta Sala en aquel asunto. La primera, la ausencia de un criterio razonable para fundar el requerimiento en el artículo 446 del CGP., habida cuenta de que la liquidación del crédito ya había sido presentado por la parte demandante y aprobada, con modificaciones, por el Juzgado (f. 23), así que, se cumplió el mandato de dicha norma. La exigencia de una liquidación adicional, por tanto, tiene que obedecer a otras causas legales, como el recaudo total del valor liquidado, para efectos de terminar por pago; o la manifestación del demandado de que pretende pagar, evento en el cual tiene que allegar la liquidación adicional (art. 461 CGP), o en el caso de la aprobación de un remate, para proceder a efectuar las deducciones pertinentes. 





Y la segunda, que complementa lo anterior, más cercana a los postulados de la sana crítica, estriba de la inutilidad del requerimiento. De la liquidación del crédito realizada por el secretario del Juzgado encartado (f. 28), se observa, sin mayor dificultad que el crédito por cubrir supera con creces la sumatoria de los abonos realizados; así que se torna innecesario e impertinente solicitar a las partes su actualización, máxime cuando en aquel asunto no se ha insinuado ninguna de las eventualidades señaladas.





Así que, haciendo eco de la línea trazada por la Corte sobre la irregularidad que se halla inmersa en las providencias que aquí se analizan, se concederá el amparo y, en virtud de ello, se dejarán sin efectos las actuaciones surtidas en el proceso ejecutivo de alimentos con radicado 2015-00484-00 que se adelanta ante el juzgado accionado, a partir del auto del 27 de julio de 2018, para que un término que no supere las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda el Juzgado a reanudar la entrega de los títulos judiciales a la ejecutada, teniendo presente las observaciones acá expuestas. 






Se declarará la improcedencia de la pretensión que tiende a ordenar a la funcionaria resolver sobre una solicitud de una medida cautelar que se le elevó; así se hará porque es inexistente un pronunciamiento de la jueza en tal sentido, con lo que queda en evidencia la causal de improcedencia prevista en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, como quiera que no es esta vía un mecanismo adicional o alternativo de los instrumentos previstos para defender los intereses de quienes intervienen en un proceso, ni es posible anticiparse a las decisiones que, en el escenario natural, debe adoptar el funcionario que conoce del proceso y solo cuando se conozca alguna decisión que en tal sentido adopte la funcionaria es que podría analizarse la presunta violación al debido proceso de ella derivada. 





Adicionalmente si se pensara que el Juzgado está en mora de resolver sobre la cautela solicitada, hay que recordar que tiene dicho la jurisprudencia que debe valorarse el presupuesto de la subsidiariedad en la medida en que, en principio, es dentro del proceso mismo que debe ventilarse la cuestión, valiéndose de los mecanismos que brinda la ley, entre ellos, que con antelación a una acción constitucional, que se requiera al juez ordinario el cumplimiento de los términos procesales. A ello se sigue que la demora en el trámite de un proceso, no solo debe ser real, sino producto de una desidia atribuible a la autoridad judicial respectiva. 

  



En la sentencia T-230 de 2013, quedó dicho que:

  


3.4.2.2. Ahora bien, en lo que se refiere a las hipótesis de mora o de tardanza en el cumplimiento de los términos judiciales, esta Corporación ha tenido la ocasión de pronunciarse en varias oportunidades, en el sentido de señalar que la acción de amparo constitucional procede siempre que no exista otro medio de defensa judicial, o en caso de que exista, se acredite por parte del accionante su falta de idoneidad
 o la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable. Precisamente, en la Sentencia T-527 de 2009 se dijo que: “Así, se ha puntualizado que la acción de tutela no procede de plano por la inobservancia de los términos dentro de un proceso, pues además de demostrarse que el demandante no cuenta con otro medio de defensa eficaz, debe acreditarse que la demora es consecuencia directa de la falta de diligencia de la autoridad pública.” 

  


(…)

  


3.4.2.3. En todo caso, con el ánimo de preservar el carácter residual de la acción de amparo constitucional, la Corte también ha dicho que la procedibilidad de la tutela en los casos de mora judicial, exige que la persona afectada haya elevado una petición o solicitud al funcionario o despacho accionado, en la que pida la pronta resolución de su pretensión
. 




(…)”




En estos casos, de las copias remitidas salta a la vista que la accionante ningún requerimiento le ha hecho al despacho judicial para que resuelva sobre la medida cautelar solicitada. Es decir, que ha omitido la gestión pertinente dentro del proceso mismo, antes de acudir a este excepcional mecanismo. 
  


  
En conclusión, se concederá el amparo en relación con la pretensión que procura la reanudación en la entrega de títulos judiciales, se declarará la improcedencia de la que tiende a ordenarle a la jueza resolver sobre la cautela y se absolverá a la vinculada Gloria Lucy Sánchez de Díaz, por no hallar de su parte trasgresión alguna de los derechos de la demandante.  

 



DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo solicitado por Luisa Fernanda Díaz Sánchez, frente al Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad.

Como consecuencia de ello, se dejan sin efectos las actuaciones surtidas a partir, inclusive, del auto fechado a 27 de julio de 2018, para que un término que no supere las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda el Juzgado a reanudar la entrega de los títulos judiciales a la ejecutada, teniendo presente las observaciones acá expuestas.




Se declara IMPROCEDENTE la restante pretensión.




Se ABSUELVE a Gloria Lucy Sánchez de Díaz, quien fue vinculada a este trámite.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                           DUBERNEY GRISALES HERRERA 





  

    Ausencia justificada
� Sentencia C-543-92


� SCS; CSJ; sentencia del 01 de junio de 2017,  expediente 66001-22-13-000-2017-00360-01, para traer a colación un último pronunciamiento en tal sentido y a cuya lectura se remite en gracia de la brevedad.


� Sentencias STC1932-2017 del 16 de febrero de 2017, expediente No. 66001-22-13-000-2016-01126-01; STC-4810-2017; STC-4591-2017; STC-3680-2017; STC-3664-2017; STC-1932-2017, entre otras.


� Sentencias T-158 de 1993 MSPS Jorge Arango Mejía y Antonio Barrera Carbonell, T-572 de 1994 MP Alejandro Martínez Caballero, T-100 de 1998 MP José Gregorio Hernández Galindo, SU-159 2002 MP Manuel José Cepeda Espinosa, T-808 de 2007 MP E Catalina Botero Marino y T-086 de 2007 MP Manuel José Cepeda Espinosa, SU-174 de 2007 MP Manuel José Cepeda Espinosa, T-364 de 2009 MP Mauricio González Cuervo, T-792 de 2010 MP Jorge Iván Palacio, T-510 de 2011 MP Jorge Iván Palacio, T-343 de 2011 MP Humberto Sierra Porto, T-138 de 2011 MP María Victoria Calle Correa, T-360 de 2011 MP Humberto Antonio Sierra Porto, T-160 de 2013 MP Luis Guillermo Guerrero Pérez, T-267 de 2013 MP Jorge Iván Palacio, T-465 de 2013 MP Luis Ernesto Vargas Silva, T-564 de 2013 MP Luis Ernesto Vargas Silva, SU.917 de 2013 MP Luis Ernesto Vargas Silva, T-116 de 2014 MP Luis Guillermo Guerrero Pérez, T-146 de 2014 MP Mauricio González Cuervo, T-374 de 2014 Luis Ernesto Vargas Silva, SU.770 de 2014 MP Mauricio González Cuervo, T-869 de 2014 MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, T-073 de 2015 MP Mauricio González Cuervo.


� MP (E) Myriam Ávila Roldán. 


� “Sentencia T-189 de 2005”.


� “Sentencia T-205 de 2004”.


� “Sentencia T-800 de 2006”.


� “Sentencia T-522 de 2001”.


� “Sentencia SU-159 de 2002”.


� Sentencias T-1101 de 2005, T-1222 de 2005 y T-051 de 2009.


� Sentencias T-001 de 1999 y T-462 de 2003.


� Sentencia T-814 de 1999, T-462 de 2003, T-1244 de 2004, T-462 de 2003 y T-1060 de 2009.


� Sentencia T-018 de 2008.


� Sentencia T-086 de 2007.


� T-231 de 1994 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Dijo la Corte: “La vía de hecho predicable de una determinada acción u omisión de un juez, no obstante poder ser impugnada como nulidad absoluta, es una suerte de vicio más radical aún en cuanto que el titular del órgano se desliga por entero del imperio de la ley. Si la jurisdicción y la consiguiente atribución de poder a los diferentes jueces, se hace con miras a la aplicación del derecho a las situaciones concretas y a través de los cauces que la ley determina, una modalidad de ejercicio de esta potestad que discurra ostensiblemente al margen de la ley, de los hechos que resulten probados o con abierta preterición de los trámites y procedimientos establecidos, no podrá imputarse al órgano ni sus resultados tomarse como vinculantes, habida cuenta de la "malversación" de la competencia y de la manifiesta actuación ultra o extra vires de su titular. // Si este comportamiento - abultadamente deformado respecto del postulado en la norma - se traduce en la utilización de un poder concedido al juez por el ordenamiento para un fin no previsto en la disposición (defecto sustantivo)…”.


� Sentencia T-807 de 2004.


� Sentencia T-056 de 2005, T-1216 de 2005, T-298 de 2008 y T-066 de 2009.


� Sentencias T-114 de 2002 y T- 1285 de 2005.


� Sentencia T-086 de 2007.


� Sentencias T-193 de 1995, T-949 de 2003, T-1285 de 2005 y T-086 de 2007.


� Sentencias SU-640 de 1998, T-462 de 2003, T-292 de 2006 y T-086 de 2007.


� Sentencias T-1625 de 2000, T-522 de 2001, SU-1184 de 2001 y T-047 de 2005.


� En la sentencia T-527 de 2009, se reconoció que a pesar de que el accionante tenía la posibilidad de solicitar la recusación de la autoridad judicial que había dejado vencer los términos para proferir sentencia en el desarrollo de un proceso penal, dicha alternativa procesal no era idónea frente al problema de mora judicial planteado por el demandante.


� Subrayado y sombreado por fuera del texto original. Recientemente, con el propósito de combatir la mora judicial, el artículo 9° de la Ley 1395 de 2010 adicionó un nuevo parágrafo al artículo 124 del Código de Procedimiento Civil, referente a los términos para dictar resoluciones judiciales, con el siguiente tenor literal: “(…) En todo caso, salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada, ni a seis (6) meses para dictar sentencia en segunda instancia, contados a partir de la recepción del expediente en la Secretaría del Juzgado o Tribunal.


Vencido el respectivo término sin haberse dictado la sentencia, el funcionario perderá automáticamente competencia para conocer del proceso, por lo cual, al día siguiente, deberá informarlo a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y remitir el expediente al Juez o Magistrado que le sigue en turno, quien proferirá la sentencia dentro del término máximo de dos (2) meses. Sin embargo, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá asignar el proceso a otro Juez o Magistrado si lo considera pertinente. El Juez o Magistrado que recibe el proceso deberá informar a la misma Corporación la recepción del expediente y la emisión de la sentencia.


Cuando en el lugar no haya otro juez de la misma categoría y especialidad, el proceso pasará a un juez itinerante o al de un municipio o circuito cercano que señale la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.


Para la observancia de los términos señalados en el presente parágrafo, el Juez o Magistrado ejercerá los poderes de ordenación e instrucción, disciplinarios y correccionales establecidos en la ley.” 


� Sentencia T-527 de 2009.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 


           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 


Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo


Pereira, abril veinticuatro de dos mil dieciocho

Expedientes 66001-22-13-000-2018-00154-00 


Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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